[image: image2.png]PROCURADURIA
CENERAL DE LA NACION




Procurador General
[image: image1.png]PROCURADURIA
CENERAL DE LA NACION




Procurador General
                                                                                                                                       Concepto 5731

Bogotá, D.C., 25 de febrero de 2014
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D. 


Ref.:
Demanda de inconstitucionalidad contra el numeral 1º (parcial) del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012, “Por medio de la cual se expide el Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional y se dictan otras disposiciones”.
Demandante: Marcos Quiroz Gutiérrez
Magistrado Ponente: MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO
Expediente D-10030
Concepto 5731
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de su ciudadanía, presentó el ciudadano Marcos Quiroz Gutiérrez contra el numeral 1º (parcial) del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012, cuyo texto, con lo demandado en negrillas, es el siguiente:

LEY 1563 DE 2012
(julio 12)

Diario Oficial No. 48.489 de 12 de julio de 2012

CONGRESO DE LA REPÚBLICA

Por medio de la cual se expide el Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional y se dictan otras disposiciones.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:
[…]
ARTÍCULO 41. CAUSALES DEL RECURSO DE ANULACIÓN. Son causales del recurso de anulación:

1. La inexistencia, invalidez absoluta o inoponibilidad del pacto arbitral.
2. La caducidad de la acción, la falta de jurisdicción o de competencia.

3. No haberse constituido el tribunal en forma legal.

4. Estar el recurrente en alguno de los casos de indebida representación, o falta de notificación o emplazamiento, siempre que no se hubiere saneado la nulidad.

5. Haberse negado el decreto de una prueba pedida oportunamente o haberse dejado de practicar una prueba decretada, sin fundamento legal, siempre y cuando se hubiere alegado la omisión oportunamente mediante el recurso de reposición y aquella pudiera tener incidencia en la decisión.

6. Haberse proferido el laudo o la decisión sobre su aclaración, adición o corrección después del vencimiento del término fijado para el proceso arbitral.

7. Haberse fallado en conciencia o equidad, debiendo ser en derecho, siempre que esta circunstancia aparezca manifiesta en el laudo.

8. Contener el laudo disposiciones contradictorias, errores aritméticos o errores por omisión o cambio de palabras o alteración de estas, siempre que estén comprendidas en la parte resolutiva o influyan en ella y hubieran sido alegados oportunamente ante el tribunal arbitral.

9. Haber recaído el laudo sobre aspectos no sujetos a la decisión de los árbitros, haber concedido más de lo pedido o no haber decidido sobre cuestiones sujetas al arbitramento.

Las causales 1, 2 y 3 sólo podrán invocarse si el recurrente hizo valer los motivos constitutivos de ellas mediante recurso de reposición contra el auto de asunción de competencia.
La causal 6 no podrá ser alegada en anulación por la parte que no la hizo valer oportunamente ante el tribunal de arbitramento, una vez expirado el término.

1. Planteamientos de la demanda
El accionante considera que la expresión “absoluta” contenida en el numeral 1º del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012 desconoce los artículos 29 (debido proceso), 116 (principio de habilitación del arbitraje) y 228 (primacía del derecho sustancial sobre el procesal) de la Constitución Política, bajo las siguientes consideraciones:
En primer lugar, considera que la expresión acusada vulnera el derecho al debido proceso, en particular, la garantía de ser juzgado “ante juez o tribunal competente”, pues el legislador excluyó de las causales de nulidad del laudo arbitral aquellas que se originan en motivos de nulidad relativa. Esta circunstancia conduce, en primer lugar, a que los árbitros se pronuncien sobre asuntos para los cuales carecen de competencia y, en segundo lugar, a la imposibilidad de fundamentar el recurso de anulación en motivos de nulidad relativa tales como (i) la incapacidad relativa y (ii) los vicios del consentimiento como el error, la fuerza o el dolo.

Para el demandante “(…) si el pacto arbitral adolece de algún vicio sustancial, como la nulidad relativa, los árbitros no son competentes para surtir el proceso y proferir la decisión, por lo que la garantía de “juez o tribunal competente”, que hace parte del debido proceso, se incumple cuando es cercenado el derecho a invocarlo mediante el recurso de anulación contra el laudo arbitral”.
En segundo lugar, considera que el artículo 116 de la Constitución Política habilita el arbitraje sobre la base del principio de voluntariedad en virtud del cual las partes deciden someter la solución de una controversia, autorizada por la ley o de libre disposición, a un tribunal de arbitramento. En este sentido, la demanda aduce que la expresión acusada vulnera este principio, en tanto “(…) impone que en la confección de las leyes también se respete el poder que tienen las partes para activar la competencia de los árbitros y someterse al laudo, sin que sea posible crear disposiciones legales que impidan impugnarlo cuando exista algún vicio del pacto arbitral que no se haya convalidado, como por ejemplo, la nulidad relativa invocada oportunamente por medio del recurso reposición contra el auto de asunción de competencia”.
Por último, estima que la expresión objeto de la demanda en tanto norma procesal, desconoce la prevalencia del derecho sustancial sobre las normas adjetivas, habida cuenta que la expresión acusada excluye la nulidad relativa como causal de anulación del laudo. Para sustentar esta postura afirma que “(…) [l]a norma demandada establece, por sí y ante sí, su absoluta y omnímoda prevalencia, aún por encima de otras disposiciones legales y constitucionales de orden sustancial, tales como los artículos 29 (debido proceso y garantía de jueces o árbitros competentes), 116 (principio de habilitación en el arbitraje) y 229 (acceso a la administración de justicia) de la Constitución Política, así como los artículos 3 a 6 (sobre el pacto arbitral) del mismo Estatuto de Arbitraje, 1602 (el contrato legalmente celebrado es ley para las partes), 1740 a 1756 del C.C (nulidad absoluta y relativa) y 900 del Código de Comercio (anulabilidad)”.   
2. Problema jurídico
El Problema jurídico constitucional puede formularse de la siguiente forma:

· ¿La limitación prevista por el legislador en el numeral 1º del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012, según la cual es causal de anulación del laudo arbitral la invalidez absoluta del pacto arbitral y no la invalidez relativa, desconoce el principio de voluntariedad o habilitación (art. 116 C.P.) en tanto fundamento constitucional del arbitraje?
3. Análisis jurídico
El Ministerio Público constata que la expresión “absoluta”, contenida en el numeral 1º del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012, es inconstitucional por infringir el principio de habilitación establecido en el artículo 116 de la Constitución Política, como se explica enseguida.  

3.1 Parámetro de control de constitucionalidad: el artículo 116 como fundamento último del arbitraje

En términos generales, el arbitraje y los medios alternativos de solución de conflictos tienen un importante sustrato constitucional que los dota de una relevancia enorme, pues “(…) su presencia puede constituir una vía útil, en ciertos casos, para descongestionar la administración de justicia formal, con lo cual se potencia la eficacia, celeridad y efectividad de la justicia (CP art. 228). Además, y más importante aún, la Carta establece un régimen democrático y participativo (CP art. 1º), que propicia entonces la colaboración de los particulares en la administración de justicia y en la resolución de sus propios conflictos. En ese orden de ideas, es perfectamente posible que el Legislador estimule la resolución de conflictos directamente por los propios afectados, por medio de figuras como la conciliación o la amigable composición, o por terceros que no sean jueces, como sucede en el caso de los árbitros o de ciertas autoridades administrativas y comunitarias”, tal y como lo explicó la Corte en la Sentencia C-163 de 1999
.

El arbitraje, como medio alternativo de solución de controversias, tiene su fundamento en lo dispuesto por el artículo 116 de la Carta, norma que dispone en su inciso 4º que “(…) los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la condición de jurados en las causas criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley” (resaltado fuera del texto).
De este mandato se derivan varias consecuencias importantes para resolver el problema que se plantea en el caso: (i) el arbitramento tiene autorización constitucional expresa; (ii) dicha autorización constitucional es el fundamento mediato del arbitraje; (iii) como consecuencia directa de lo anterior, el fundamento inmediato del arbitraje está constituido por el principio de voluntariedad, en virtud del cual las partes deciden someter la solución de una controversia, autorizada por la ley o de libre disposición, a particulares que ejercen en forma transitoria una función pública, esto es, administrar justicia en un caso concreto; (iv) la Constitución defirió al legislador la regulación del arbitraje dentro del marco de sus principios y valores.
De particular relevancia resulta, para efectos del caso sub examine, el fundamento inmediato del arbitramento, el cual está constituido por el principio de habilitación o voluntariedad del arbitraje
, pues “(…) la autoridad de los árbitros se funda en la existencia de un acuerdo de voluntades previo y libre entre las partes enfrentadas, en el sentido de sustraer la resolución de sus disputas del sistema estatal de administración de justicia y atribuirla a particulares”, tal y como fue conceptualizado por la Corte Constitucional en la Sentencia SU-174 de 2007
. Este pilar del arbitramento fue desarrollado por el legislador con ocasión de la expedición del estatuto arbitral que, en su artículo 1º, define al arbitraje como “(…) un mecanismo alternativo de solución de conflictos mediante el cual las partes defieren a árbitros la solución de una controversia relativa a asuntos de libre disposición o aquellos que la ley autorice”.
Así las cosas, el principio de voluntariedad impone que son las partes las que deben decidir en forma autónoma y sin interferencias externas el sometimiento de sus controversias al mecanismo arbitral en forma principal, pero ello no conduce a una inhibición absoluta del legislador para regular ciertas materias como, por ejemplo, las causales de anulación del laudo arbitral. 
En síntesis, el artículo 116 de la Constitución establece dos mandatos específicos en materia arbitral: (i) el principio de voluntariedad como eje central de éste mecanismo y; (ii) la regulación legislativa en materia arbitral, la cual, aun cuando amplia, debe respetar el principio de habilitación.
3.2 Inconstitucionalidad de la expresión “absoluta” contenida en el numeral 1º del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012 por violación del principio de habilitación de las partes

El artículo 41 de la Ley 1563 de 2012 establece las causales de procedencia del recurso de anulación del laudo arbitral. Debe tenerse en cuenta, en primer término, que el objeto del recurso de anulación tiene una finalidad concreta dirigida a cuestionar la decisión arbitral por errores in procedendo, es decir, por violación de leyes procesales en las que pudo incurrir el tribunal de arbitramento. En este orden de ideas, las características del recurso pueden sintetizarse así: (i) el recurso es de carácter excepcional, restrictivo –en términos de sus causales– y extraordinario, en términos de que no constituye una instancia; (ii) el objeto del recurso está circunscrito al principio dispositivo, lo cual quiere decir que el juez está sujeto a la delimitación de las causales en la sustentación del mismo; (iii) procede contra laudos arbitrales ejecutoriados; (iv) se debe sustentar debidamente en las causales taxativas establecidas en la Ley; y (v) excepcionalmente, el juez del recurso puede corregir el laudo con base en la causal de incongruencia. Por último, le está vedado tanto a las partes como al juez del recurso, pronunciarse o atacar el laudo por cuestiones de fondo o errores in iudicando, es decir, si el Tribunal actuó o no conforme al derecho sustancial. 
En el contexto de dicho recurso el legislador previó como causal de anulación –numeral 1º- la inexistencia, la invalidez absoluta o la inoponibilidad del pacto arbitral en tanto negocio jurídico. Esta circunstancia implica que el legislador limitó la causal de anulación del laudo arbitral a los motivos de nulidad absoluta originados en el pacto arbitral, lo cual “(…) se produce entonces, cuando existe: 1. objeto ilícito, 2. causa ilícita, 3. falta de solemnidades o requisitos esenciales para la validez del acto o contrato de acuerdo con su naturaleza, y 4. incapacidad absoluta…”
, de conformidad con el artículo 1741 del Código Civil. Así las cosas, el legislador no estableció como causal del recurso de anulación aquellos motivos originados en causales de nulidad relativa respecto del pacto arbitral, entre otros
, (i) los negocios celebrados por personas relativamente incapaces; (ii) los negocios que adolecen de vicios del consentimiento, en las condiciones para que puedan producir dicho efecto; y (iii) los negocios celebrados en los que se omite algún requisito en razón de la persona.
Esta limitación en el diseño de la causal obedece, de conformidad con las modificaciones introducidas al proyecto en la Cámara de Representantes, a la siguiente razón: “En el numeral 1 se reitera un punto que no presenta polémica a nivel doctrinal: las causales de nulidad relativa del pacto arbitral no son causales de anulación del laudo dado que estas deben ser alegadas por las partes dentro del trámite arbitral. Tal y como lo entiende, desde el derecho romano la doctrina civilista, las causales de nulidad relativa deben ser alegadas por la parte afectada y no pueden ser decretadas de oficio por el juez, ni en el proceso ordinario, ni en el especial por el recurso extraordinario de anulación, habida cuenta de su vocación al saneamiento”
. 
Asimismo la limitación de la causal podría obedecer, como lo sostienen algunos intervinientes, a la clasificación de las nulidades entre absolutas y relativas, cuyo fundamento normativo se encuentra en el artículo 1740
 del Código Civil
. Esta distinción, sostiene el argumento, se funda en la naturaleza de los intereses que protege cada una de las especies de nulidad, pues la nulidad absoluta protege el orden público y puede ser declarada de oficio por el juez, solicitada por el Ministerio Público o por todo el que tenga interés en ello; mientras que la nulidad relativa solo puede ser alegada por aquellas personas en cuyo beneficio se ha establecido (art. 1743 C.C.) y, por lo tanto, el juez carece de competencia para pronunciarse sobre su ocurrencia. Además de lo anterior, la nulidad relativa puede ser saneada por medio de la ratificación, lo que significa que la parte “renuncia” a alegar el vicio que origina la nulidad (art.1752 C.C.).
En este contexto normativo, la limitación de procedencia de la causal de anulación se fundamenta en al menos cuatro razones: (i) el legislador ejerció su competencia de conformidad con lo establecido en el artículo 116 de la Constitución Política que le otorga facultad para regular, entre otros temas, las causales de anulación; (ii) la protección del orden público es un fin constitucionalmente legítimo e importante, pues el mantenimiento del orden público es condición necesaria para el cumplimiento de los fines del Estado y la vigencia de los derechos (art. 2 C.P.); (iii) el medio empleado es adecuado para cumplir el fin valorado constitucionalmente, ya que el establecimiento de la causal nulidad es un medio que podría ser adecuado para la conservación del orden público; y (iv) la limitación del recurso de anulación a los motivos que tienen conexidad con el orden público resulta acorde con la naturaleza de las nulidades, como quiera que las relativas pueden ser saneadas por conducto de la ratificación.
Esta Vista Fiscal comparte la premisa que sustenta el argumento, esto es, que el legislador está habilitado para establecer las causales de anulación del laudo arbitral en virtud del artículo 116 de la Constitución, pero no comparte las conclusiones derivadas de dicha premisa, por lo siguiente:
En primer lugar, no es cierto que exista una distinción absolutamente clara entre los intereses tutelados por las dos clases de nulidad, pues como lo ha señalado la doctrina, “(…) [d]e esta suerte, el antiguo y generalizado criterio que fundaba dicha distinción en el interés general o privado que, respectivamente, se trataba de proteger, ha perdido terreno, principalmente frente al argumento de que es arbitrario pretender una separación indisoluble entre el interés general y el privado, porque la tutela de este último también es inherente al primero”
, conclusión que la jurisprudencia de la Corte Constitucional parece compartir, en tanto “(…) es posible encontrar casos en los que los dos intereses -privado y público- se encuentran comprometidos, vr.gr. (sic)  cuando se trata de la defensa de los incapaces”
. 
En virtud de lo anterior, la limitación tampoco puede fundarse en la posibilidad de saneamiento de circunstancias originadas en motivos de nulidad relativa, ya que la nulidad absoluta, salvo la originada en objeto o causa ilícita, “(…) puede sanearse por la ratificación de las partes y en todo caso por prescripción extraordinaria”, de conformidad con el artículo 1742 del Código Civil. De otra parte es cierto que, por ejemplo, la parte en quien concurre la causal de nulidad relativa puede ratificar su ocurrencia en la forma prevista en el Código Civil y, en consecuencia, el tribunal podría seguir con el trámite arbitral sin mayor dificultad; pero puede también ocurrir que una de las partes que suscribió el pacto arbitral alegue la concurrencia de algunas de las causales de invalidez relativa por conducto del recurso de reposición contra el auto de asunción de competencia por parte del tribunal, y este decida ratificar su competencia a pesar de la existencia de causales de invalidez relativa del pacto y, en consecuencia, seguir con el trámite arbitral. En este caso, es claro que la parte afectada no podría alegar como causal de anulación las originadas en la nulidad relativa, lo que imposibilita su derecho de defensa y la convalidación de circunstancias que podrían afectar, incluso, el orden público.      

Bajo este razonamiento, el medio empleado por el legislador no resulta adecuadamente conducente, en el entendido que la protección del orden público no se logra en forma eficiente limitando -como causal de anulación del laudo arbitral- circunstancias como las relacionadas con vicios del consentimiento en tanto que, por ejemplo, la fuerza en contextos como el colombiano puede adquirir gran relevancia en relación con el orden público, así como la defensa de los incapaces relativos, entre otras causas. 

Por ende, la imprevisión de motivos de nulidad relativa vulnera el artículo 116 de la Constitución Política que prevé el principio de habilitación, por cuanto el  fundamento último para habilitar la competencia arbitral se sustenta en la expresión libre de la voluntad de las partes para sustraer de la justicia estatal un determinado conflicto en las condiciones establecidas en la ley, cosa que no ocurriría si en uno de los suscriptores del acto concurre algún vicio de la voluntad o su incapacidad relativa. Es por ello que la jurisprudencia ha precisado que “(…) [u]n tercer efecto [del principio de habilitación] es que cualquier circunstancia que vicie la voluntad de las partes de acudir a este mecanismo de resolución de conflictos afecta la legitimidad tanto del tribunal arbitral como de las decisiones que él adopte, y constituye un obstáculo indebido en el acceso a la administración de justicia; de tal manera, el pacto arbitral debe resultar de la libre discusión y autónoma aceptación por las personas concernidas, sin apremio alguno, a la luz de su evaluación autónoma de las circunstancias que hacen conveniente recurrir a tal curso de acción, y no de una imposición que afecte su libertad negocial”
. 
En este sentido, podría ocurrir que uno de los suscriptores del pacto alegue la configuración de una causal de nulidad relativa en la oportunidad procesal correspondiente, esto es, dentro de la audiencia de asunción de competencia por parte del tribunal. En esta hipótesis, el tribunal de arbitramento podría negar la concurrencia de dicha causal y, en consecuencia, continuar con el trámite arbitral correspondiente. En este evento, la parte afectada por una causal de nulidad relativa no podría alegarla como causal de anulación
, y sin embargo podría afectar la propia competencia del tribunal para decidir el fondo del asunto.
Adicionalmente, es plausible concluir que el principio de libertad contractual supone una expresión concreta del principio de libertad establecido en la Constitución Política (preámbulo y arts. 1º, 5º, 13, 16, 18, 19, 20, 24, 26,27, 28,38, entre otros), razón por la cual el legislador no valoró en su integridad la limitación prevista en numeral acusado. 
En estas condiciones, el Ministerio Público solicitará a la Corte Constitucional la declaratoria de inconstitucionalidad de la expresión “absoluta” contenida en el numeral 1º del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012.
4. Conclusión

El Ministerio Público solicita a la Corte que declare INEXEQUIBLE la expresión “absoluta” contenida en el numeral 1º del artículo 41 de la Ley 1563 de 2012.
Señores Magistrados,
ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación

GMR/DFYM
� M.P. Alejandro Martínez Caballero.


�En una sólida línea jurisprudencial la Corte Constitucional ha reafirmado que el principio de voluntariedad o habilitación constituye el fundamento del arbitraje. En la Sentencia C-294 de 1995, M.P. Jorge Arango Mejía, la Corte señaló que “(…) [d]icho en otros términos: según la Constitución, las leyes que regulen el arbitramento tienen que partir de la base de que es la voluntad de las partes en conflicto, potencial o actual, la que habilita a los árbitros para actuar” (resaltado fuera del texto). Esta postura jurisprudencial ha llevado a la Corte a declarar la inconstitucionalidad de normas que, de manera genérica, establecen el arbitramento como medio de solución de las controversias suscitadas en determinadas relaciones jurídicas, pues “(…)  disponer por vía legal y genérica, a manera de mandato obligatorio, que el instrumento que debe utilizarse para resolver las diferencias surgidas entre los asociados o con la sociedad, con motivo del contrato social, sea el del procedimiento arbitral, desconoce el mandato contenido en el artículo 116 de la Constitución Política, según el cual "son las partes" las únicas que pueden investir transitoriamente y en cada caso específico a los particulares, a fin de que sirvan de árbitros para que decidan en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley”, Sentencia C-242 de 1997, M.P. Hernando Herrera Vergara. En la Sentencia C-330 de 2000, M.P. Carlos Gaviria Díaz, al definir el arbitraje dijo la Corte: “(…) [e]l arbitraje es una de las posibilidades a través de las cuales los particulares administran justicia, pues se les confiere la atribución de resolver conflictos jurídicos, previo acuerdo de voluntades entre las personas que  discuten un derecho”. En la Sentencia SU-174 de 2007, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa la Sala además de definir los eventos de procedencia de la acción de tutela contra laudos arbitrales, determinó el alcance de la voluntad en el ámbito arbitral, así: “La voluntad de las partes se manifiesta en diferentes aspectos del sistema arbitral: por medio de su acuerdo, deciden libremente que no acudirán a la justicia del Estado para resolver sus diferendos, establecen cuáles controversias someterán al arbitraje, determinan las características del tribunal, designan los árbitros e incluso fijan el procedimiento arbitral a seguir, dentro del marco general trazado por la ley. La voluntad de las partes es, así, un elemento medular del sistema de arbitramento diseñado en nuestro ordenamiento jurídico, y se proyecta en la estabilidad de la decisión que  adoptará el tribunal arbitral, como se señalará más adelante. Más aún, como consecuencia del acuerdo de voluntades reflejado en el pacto arbitral, las partes aceptan por anticipado que se sujetarán a lo decidido por el tribunal de arbitramento”. En la sentencia C-|1436 de 2000, M.P. Alfredo Beltrán Sierra, la Corte expreso con claridad que el arbitraje “(…) implica la  derogación que hacen las partes de la jurisdicción que, en cabeza de los jueces ejerce el Estado, para que frente a un conflicto determinado  o precaviendo uno futuro, sean terceros distintos de los jueces, quienes con carácter definitivo resuelvan la controversia suscitada, mediante una decisión –fallo arbitral- que al igual que las decisiones de los jueces de la República, haga tránsito a cosa juzgada.”. En este mismo sentido las Sentencias C-098 de 2001, M.P. Martha Victoria Sáchica Méndez, C-1038 de 2002, M.P. Eduardo Montealegre Lynett, C-378 de 2008, M.P. Humberto Sierra Porto. Recientemente, la Corte Constitucional en la Sentencia C-330 de 2012, M.P. Humberto Sierra Porto, al reconstruir la línea jurisprudencial sobre la materia, concluyó que “(…) [e]l anterior recuento jurisprudencial demuestra, en síntesis, la importancia dada por la Constitución a la autonomía de las partes como fundamento del origen de cada proceso arbitral, y que el principio de habilitación voluntaria de la justicia arbitral por las partes ha sido uno de los ejes cardinales de la doctrina constitucional sobre el tema, en aplicación del artículo 116 de la Carta. Incluso el Legislador debe respetar la autonomía de la voluntad de las partes. La Corte ha concluido que son contrarias a este principio esencial que determina el origen, los alcances, el ámbito y los efectos del arbitramento las normas legales que (i) imponen a los particulares en determinados contextos la obligación de acudir al arbitraje; (ii) exigen a ciertas empresas estatales someter las diferencias que puedan surgir en los contratos que celebran a procesos arbitrales; (iii) obligan a las partes en ciertos tipos de contratos a incluir una cláusula compromisoria; o (iv) atribuyen funciones arbitrales a entidades o individuos que no han sido expresamente habilitados por las partes en ejercicio de su voluntad libre y autónoma”.


� M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.


� Sentencia C-597 de 1998, M.P. Carlos Gaviria Díaz.


� Esta clasificación sigue, en términos generales, la establecida en: Valencia Zea Arturo, Ortiz Monsalve Álvaro,  Derecho Civil, Tomo I, Editorial Temis, Bogotá, 2006, p. 591.


� Congreso de la República, Gaceta 321 de 2012.


� El cual dispone: “Es nulo todo acto o contrato al que falta alguno de los requisitos que la ley prescribe para el valor del mismo acto o contrato según su especie y la calidad o estado de las partes. La nulidad puede ser absoluta o relativa”.





� Opina Fernández, Guillermo,, Ospina Acosta, Eduardo, Teoría General del contrato y del negocio jurídico, Editorial Temis, Bogotá, 2005, p. 438. 


� C-547 (ya citada).


� SU-174 (ya citada). En este mismo sentido, la Sentencia T-511 de 2011 , la Corte analizó la necesidad de que la voluntad sea expresada en forma previa y libre, sobre el punto la Sala estimó que “(…) [d]e la anterior definición, salta a la luz que la fuente de las funciones jurisdiccionales de los árbitros no es un acto del Estado, sino un contrato o acuerdo de voluntades entre las partes en disputa, en virtud del cual desean derogar – para el asunto particular – la jurisdicción estatal como sede para dirimir la controversia. Así, esta Corporación ha señalado que el arbitramento se rige por el principio de voluntariedad o habilitación, el cual establece como requisito sine qua non para su procedencia, que las partes hayan manifestado previa y libremente su intención de deferir a un grupo de particulares la solución de sus diferencias. Para la Corte, la celebración de dicho negocio supone no solamente la decisión de someter una determinada controversia a consideración de un grupo de particulares, en los cuales depositan su confianza de que la decisión que adopten – cualquiera que ella sea – se ajuste al orden constitucional y legal; sino también la obligación de acatarla plenamente”.


� Esto por cuanto el artículo 42 establece que se rechazarán de plano los recursos que se funden en causales distintas a las establecidas en el artículo 41.
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